RESUMEN STC 223/2012

ASUNTO: Recurso de inconstitucionalidad del Parlamento de Andalucía contra la Ley Orgánica 6/2001 de Universidades (LOU), por vulneración de la autonomía universitaria (27.10 CE) y de la competencia en materia de enseñanza universitaria.
FALLO: Desestimación

SINTESIS POR MATERIAS:

AUTONOMIA UNIVERSITARIA (art. 27.10 CE): 


Síntesis de la doctrina TC: «la autonomía universitaria encuentra su razón de ser en la protección de la libertad académica, en su manifestación de libertad de enseñanza, estudio e investigación, frente a todo tipo de injerencias externas, de manera que, en todo caso, la libertad de ciencia quede garantizada, tanto en su vertiente individual como institucional, entendida ésta, además, como la correspondiente a cada universidad en particular. Por imperativo de la norma constitucional, que reconoce la autonomía universitaria “en los términos que la Ley establezca”, corresponde al legislador precisar y desarrollar esa autonomía, determinando y reconociendo a las universidades las facultades precisas que aseguren la libertad académica o…atribuyéndoles las facultades que garanticen el espacio de la libertad intelectual, sin el cual no es posible la plena efectividad de la función esencial y consustancial a la institución universitaria, consistente en “la creación, desarrollo, transmisión y crítica de la ciencia, de la técnia y de la cultura” –art. 1.2 a) LORU»

Centros de educación superior adscritos a universidades (ART.11.2 LOU): La sentencia considera que la creación de centros universitarios privados y el establecimiento de su régimen jurídico no constituyen manifestación de la autonomía universitaria (27.10 CE) sino una manifestación del art. 27.6 CE  que reconoce a «las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes dentro del respeto a los principios constitucionales». 

La decisión de adscripción de los centros a las universidades forma parte ineludible de la autonomía universitaria; no así la aprobación del régimen jurídico de los centros universitarios, que forma parte del 27.6 CE y cuya configuración legal corresponde al legislador estatal y autonómico, de acuerdo a sus respectivas competencias.

DISTRIBUCION DE COMPETENCIAS EN ENSEÑANZAS UNIVERSITARIAS (149.1.30 CE)

1.- Creación de universidades públicas y el reconocimiento de las universidades privadas (ART.4.1 LOU):.  Reiterando su doctrina de la STC 26/1987 (FJ 6), señala que la competencias estatal de creación de universidades públicas se halla vinculada con las necesidades de programación de la enseñanza universitaria (art. 149.1.30 en relación con el art. 27.5) y con la función de fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica (art. 149.1.15). De esta manera, ambos títulos amparan que el Estado pueda crear universidades de especiales características o de ámbito supracomunitario, para garantizar el ejercicio de sus competencias en materia de programación general de la enseñanza e investigación científica (UNED y UI Menendez Pelayo). 

Esta competencia de ejecución concurrente del Estado, no perjudica a las competencias de las comunidades autónomas para la creación y reconocimiento de las universidades que se establezcan en su ámbito territorial.
Lo que sí le exige el TC es que justifique en cada caso la directa relación, o adecuación de la medida adoptada, a las concretas necesidades de la programación de la enseñanza y fomento de la investigación. De ello se deduce, que la ejecución por el Estado de esta competencia tiene carácter excepcional y que los meros efectos supraterritoriales no le permiten atribuirse la competencia de ejecución señalada, sino que tiene que justificarse la necesidad de la centralización en la Administración del Estado.

2.- Marco normativo de los institutos universitarios de investigación ( art. 10.1 LOU)


La creación de los institutos universitarios se integra en la autonomía universitaria (27.10 CE).


Legalmente (art. 2.2 c) LOU) son configurados como “estructuras específicas que actúen como soporte de la investigación y de la docencia”.


El marco normativo de los institutos universitarios se configura con las disposiciones del legislador orgánico (en tanto que es manifestación de la autonomía universitaria), por la normativa propia de las universidades, de los propios institutos y por el correspondiente convenio de adscripción, así como por normas de las comunidades autónomas sobre el funcionamiento de los citados institutos, dictadas en ejercicio de sus competencias relativas a la determinación del régimen jurídico de las universidades.
3.- Facultades de coordinación estatal en materia de oferta de plazas en las universidades públicas: (art. 43.1 LOU)


«La doctrina de este Tribunal sobre la competencia estatal de coordinación, se halla articulada en la STC 45/1991, de 28 de febrero (RTC 1991, 41) , que resume distintos pronunciamientos en esta materia que arrancan, básicamente, de la STC 32/1983, de 28 de abril (RTC 1983, 32) . En síntesis, esta jurisprudencia manifiesta que: en primer lugar, a través de la integración de la diversidad de partes o subsistemas, se persigue reducir disfunciones o evitar contradicciones; en segundo lugar, que la coordinación tiene como presupuesto la existencia de competencias autonómicas que deben ser coordinadas y que no deben quedar vacías de contenido por dicha competencia estatal; en tercer lugar, que la coordinación ha de entenderse como «la fijación de medios y sistemas de relación que hagan posible la información recíproca, la homogeneidad técnica en determinados aspectos y la acción conjunta de las autoridades … estatales y comunitarias en el ejercicio de sus respectivas competencias, de tal modo que se logre la integración de actos parciales en la globalidad del sistema» (STC 32/1983, F. 2); en cuarto lugar y, con respecto de su alcance, exige la adopción de las medidas «necesarias y suficientes» para lograr la integración; y, por último, en quinto lugar, que la competencia estatal de coordinación no excluye el recurso, en su caso, a medidas de carácter preventivo. En especial en lo que atañe a la competencia de coordinación en materia de educación, hemos señalado que se trata de una facultad que guarda estrecha conexión con las competencias normativas, es decir, se configura como un complemento necesario que no queda reservado exclusivamente a la regulación básica, sino a toda la normación en general, de manera que resultan posibles formas de intervención normativa que cumplan una función coordinadora de las Administraciones Autonómicas entre sí y con el Estado ( STC 111/2012, de 24 de mayo [RTC 2012, 111] , F. 8).»
«Únicamente en el caso que, sea necesario eliminar contradicciones o reducir disfunciones puede entenderse que se requieran medidas «suficientes y necesarias» de coordinación, que puedan eventualmente incidir en la oferta de plazas comunicada al órgano estatal que cumple esta función, resultado de la facultad de programación de la oferta de enseñanzas de las universidades públicas y sus distintos centros que sean competencia de la Comunidad Autónoma.»

4.-  Régimen de reconocimiento de las universidades de la iglesia católica (DA 4ª LOU): 


La exención de Ley singular de reconocimiento con carácter previo a la autorización administrativa que adopta la legislación estatal es una opción legislativa lícita a juicio del TC, que no vulnera las competencias autonómicas. A las CCAA les compete la competencia ejecutiva para autorizar la actividad de las universidades de la Iglesia Católica, que se someten al mismo régimen jurídico que el resto de universidades privadas.

5.-Composición de los Consejos de Departamento (art. 19 LOU):

La norma se limita a garantizar la participación de todos los distintos sectores integrantes de la comunidad universitaria en los consejos de departamentos, cuya participación se sustanciará en los términos que la Ley establezca, sin que pueda extraerse ninguna consecuencia respecto al estatus de sus miembros, más allá de que los doctores del departamento serán miembros natos del consejo y el resto del personal estará representado según lo que determinen los estatutos.


6..- Procedimientos de admisión de los estudiantes (art. 42.3 LOU)


Tras traer a colación la discutida doctrina de la STC 31/2010 (FJ 60) sobre la constitucionalidad del desarrollo reglamentario de la normativa básica estatal, retoma la STC 27/1987 (FJ 10) que proscribe un desarrollo excesivamente amplio de las bases que agote la competencia normativa autonómica, para concluir: «los procedimientos de selección a que se refiere el precepto (de la normativa básica estatal) …habrán de establecer exclusivamente las condiciones o normas básicas de selección para el ingreso en los Centros Universitarios, correspondiendo su desarrollo a las comunidades autónomas con competencia plena en materia de educación».
7..-Profesorado de las universidades privadas (art. 72.2 LOU)

Se desestima la inconstitucionalidad del precepto

VOTO PARTICULAR ADELA ASUA: Discrepa sobre la competencia reconocida al Estado para crear universidades públicas de ámbito estatal, como competencia concurrente a la competencia autonómica y a su juicio debía haberse declarado inconstitucional  el art. 4.1 b) LOU y el inciso siguiente de la DA1ªLOU: “en cuanto se refiere a las Universidades creadas o reconocidas por Ley de las Cortes Generales, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4.”

Considera que el «mantenimiento de esa previsión legal varias décadas después, a pesar de la plena asunción por las comunidades autónomas de las competencias ejecutivas en materia educativa, no es coherente con el bloque de constitucionalidad.»


Trae a colación la STC 31/2010 (FJ 108), donde se señalaba que las decisiones concretas de creación de universidades correspondía a la Generalitat y no al Estado.

Considera que la sentencia no desarrolla las razones que le permiten al Estado centralizar esta competencia y que se limita a enunciarlas: “especiales características” o “concretas necesidades”, así como el criterio de supraterritorialidad; y subraya que «no resulta admisible que la existencia de dos universidades creadas antes de la Constitución de 1978 deba servir como criterio interpretativo del alcance de la distribución competencial entre el Estado y las Comunidades Autónomas».

VOTO PARTICULAR ORTEGA ALVAREZ: Este voto particular versa sobre dos cuestiones

a) Sobre la competencia estatal para crear universidades públicas y reconocer universidades privadas. Considera que el Tribunal se ha excedido en su labor interpretativa y ha reconocido la competencia estatal de creación y reconocimiento de universidades en determinadas circunstancias basándose en una norma que no tenía ese significado, siendo su único objeto preservar una situación preconstitucional,
b) Sobre la exención por ley estatal a las universidades de la Iglesia Católica de la necesidad de reconocimiento mediante norma legal, aplicable a las restantes universidades privadas. Considera que este precepto debería haber sido declarado inconstitucional por vulnerar las competencias autonómicas.
